
DEFIENDE LO PÚBLICO

Frente a las agresiones del capital
contra los derechos de la sociedad
y en concreto contra los bienes y
servicios públicos, desde hace va-

rios meses vienen reuniéndose, en el ám-
bito de la Confederación Territorial de
Madrid, Castilla La Mancha y Extrema-
dura, Sindicatos y Secciones Sindicales de
empresas vinculadas a la prestación de
estos servicios, para plantear estrategias y
propuestas en defensa de lo público.

Es fundamental en primer lugar definir qué

se entiende por Servicios Públicos. 

Partiendo de los acuerdos de la CGT, nues-
tra definición es posiblemente la más am-
plia que se maneja en la actualidad, porque
no se limita al concepto de propiedad, algo
que supondría por una parte asignar al es-
tado o a las instituciones la capacidad de
gestionarlos al margen de la sociedad y en
contra del principio de autogestión, y por
otra, asumir el expolio perpetrado durante
años y que en estos momentos se está ace-
lerando a la sombra de una crisis del sis-
tema capitalista que pretenden que
asumamos sus víctimas; si lo público es
solo lo que es propiedad pública, poco nos
queda y menos aún pretenden dejarnos.

Por el contrario, nuestro concepto de lo
público se centra en la sociedad receptora
de esos servicios, en la orientación que
deben tener enfocada a la satisfacción de
las necesidades de las personas, ajena a
cualquier tipo de beneficio económico; se
debe buscar la rentabilidad de los servicios
públicos, pero esa rentabilidad es social,
debe valorar los beneficios que aporta de
forma conjunta a la comunidad e indivi-
dualmente a cada una de las personas que
la conforman; beneficios directos y en ac-
ceso a otros servicios y derechos.

Los servicios públicos no son un gasto, ni
una inversión, son un derecho que nos fa-

cilita, a millones de personas, el acceso a
unos servicios de primera necesidad, pro-
porcionando bienestar y protección social,
ahora más necesaria que nunca. Mientras
lo privado busca la rentabilidad económica
a través de la competitividad y el indivi-
dualismo, lo público garantiza derechos la-
borales, sociales, reparto de la riqueza, una
mayor justicia, igualdad y solidaridad so-
cial, a través de unos servicios de accesibi-
lidad universal, mayor calidad y garantía
de la seguridad.

Sobre la base de esta definición, que abarca
los servicios prestados a la sociedad direc-
tamente por las administraciones o por las
empresas públicas y los que se desarrollan
por empresas privadas, los servicios propios
y los externalizados, se estructura la com-
posición de esta comisión, incluyendo a
Sindicatos y Secciones de diversos sectores:
Administración Pública (estatal, autonó-
mica y local), Enseñanza, Sanidad, Postal,
Medios de Comunicación, Ferrocarril,
Limpieza, Parques, Telefonía, Extinción
de incendios, Agua, Salvamento, etc.

Una buena parte de estos sectores ya parti-
cipa en las reuniones, y es deseable que esta
lucha se amplíe hasta abarcar el panorama
más completo de los servicios para conseguir
unos objetivos que pasan tanto por la difu-
sión y la concienciación de la sociedad en la
defensa de lo público, como por la propuesta
de estrategias de lucha que pasen por la ac-
ción directa, por la implicación de la socie-
dad sin intermediarios en la defensa de sus
derechos y en la gestión de lo que es suyo. 

Esta necesidad de ampliación de la lucha
nos lleva también a la necesidad de contac-
tar con otras plataformas de coordinación
para la defensa de lo público que se estén
llevando a cabo en otros ámbitos territo-
riales y sectoriales para, desde la actuación
local, coordinarnos a nivel general en la de-
fensa de lo común.
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“Castilla La Mancha, pionera en recortes”
l Reducción del gasto en personal l Recortes de derechos laborales l Privatizaciones, externalizaciones y
cierre de servicios l Reducción de prestaciones y servicios l Contratas y subcontratas

Esta comunidad se está

usando como banco de

pruebas para los recortes

que otras no tardarán en

hacer.

El Gobierno Cospedal ha presen-
tado el Plan de Garantías de los

Servicios Sociales Básicos, con me-
didas que recaen sobre todo en los
trabajadores y las rentas más
bajas, y engloba todos los recortes
en derechos de los empleados pú-
blicos y de los ciudadanos caste-
llano-manchegos. Se disminuye al
máximo el gasto en personal, in-
fraestructuras y pagos a empresas
y proveedores (como el sonado
caso de las farmacias).

Reducción del gasto en personal.

5.000 trabajadores/as de la adminis-
tración han sido cesados. En el sec-
tor sanitario, se han rescindido casi
todos los contratos de acumulación
de tareas. Van a reducir casi al
completo la contratación por sus-
titución de vacaciones y las bajas
no serán cubiertas hasta el día 15.
No se reponen las jubilaciones. La

administración regional reduce
plantilla desplazando a interinos
que no son reasignados a otra
plaza. Se ha paralizado la OEP y
no se sustituyen bajas y vacantes. 

Se anuncia el despido de 400 in-
terinos antes del verano. En edu-
cación, el gran recorte de
principios de curso (más de 800
contratos) se une al ahorro en
sustituciones. Se prevé el cierre de
96 colegios rurales, obligando a
los niños a desplazarse a otros
pueblos. Se han cerrado todos los
centros de formación de profeso-
res, eliminando 180 interinos. En
la Universidad de Castilla - La
Mancha se ha despedido a mu-
chos de los profesores asociados.

En Geacam, Empresa Pública
de Gestión Ambiental, se ha
echado a más de 200 trabajadores.
Se han transformado los contra-
tos fijos en fijos-discontinuos: du-
rante la temporada de invierno,
dedicada a la prevención, estos
trabajadores estarán en el paro.
En extinción de incendios de la
Diputación de Albacete, han des-

pedido a 18 de los 42 bomberos y
disminuido las horas de los fijos-
discontinuos.

Recortes de derechos laborales.

Recortes en salarios del personal de
la Junta, no compensación de bajas
por enfermedad común, aumento
de tiempo y cargas de trabajo, dis-
minución de la formación, etc.

Privatizaciones, externaliza-

ciones y cierre de servicios.

En sanidad se privatizan 4 hospita-
les: Villarobledo, Tomelloso, Al-
mansa y Manzanares, y se
contempla la de los que están en
construcción o remodelación como
Cuenca, Toledo y Guadalajara. En-
tidades como Bankia están detrás.
Al tiempo que cierran plantas y
puntos de atención continuada, re-
cortan personal, derivan pruebas y
servicios a la privada, etc., las listas
de espera suben escandalosamente,
llegando a dar citas para el 2014.   En
la televisión pública de Castilla La
Mancha, se ha eliminado el segundo
canal de este ente y se ha reducido
su financiación en un 50%. 

Reducción de prestaciones y

servicios.

Se han llegado a acumular 3 meses
de retraso en el pago de ayudas a
la dependencia, aumenta la lista
para la valoración y hay recortes
en teleasistencia, de plazas en resi-
dencias y de ayuda a domicilio. El
empleo en este sector disminuirá
en un 10 %.  Se ha reducido en un
50% las ayudas a centros de aten-
ción y casas de acogida de mujeres
maltratadas: han cerrado 5 y dos
más están en vías de desaparición.
Se ha reducido la jornada de sus
trabajadoras, haciendo casi impo-
sible su correcto funcionamiento. 

En sanidad, se dejan de finan-
ciar ciertos servicios; ya se ha li-
mitado la prueba de cribado
neonatal extendido (prueba del
talón) pasando de diagnosticar 14
enfermedades a 3. Las clínicas
que llevaban a cabo la interrup-
ción de embarazo comunicaron
en septiembre que no atenderían
las derivaciones del SESCAM, ya
que no están siendo abonadas. El
PP no esconde su postura y su ra-
dical oposición a este derecho.

En educación se planea un re-
corte de 14,5 millones en trans-
porte escolar y se suprime la
gratuidad de los libros de texto,
salvo las rentas más bajas. La apor-
tación a la Universidad se reducirá
en 53,3 millones. Se paraliza el pre-
supuesto para adquisición de fon-
dos, renovación de suscripciones a
revistas, desideratas y actividades
culturales en las bibliotecas de Cas-
tilla La Mancha. 

Contratas y subcontratas. 

No se renuevan los servicios. Tra-
bajadoras en su mayoría de lim-
pieza han sido despedidas sin
indemnización, alegando el im-
pago de la Junta. Se están redu-
ciendo los sueldos hasta un 10%
(aplicando la nueva reforma) por
disminución de las ganancias y
con amenazas de despidos. Nume-
rosas empresas han dejado de
pagar a sus trabajadores por impa-
gos de la Junta: trabajadores socia-
les, de ambulancias, emergencias,
limpieza, informáticos, jardinería,
residencias, casas de acogida, man-
tenimiento...  



El Gobierno del PSOE antes y
ahora el del PP están des-
mantelando y poniendo en
manos privadas la Sanidad
Pública, la Educación y todos
los Servicios Públicos de la Co-
munidad de Madrid. 

A su vez el PP lleva años despres-
tigiando a los Profesionales de la
Sanidad Pública en un claro in-
tento de hacer creer a la sociedad
del Estado Español que lo Público
no vale y lo que funciona es lo
Privado.

La Gestión de los nuevos Hospi-
tales está en manos de Empresa
Privadas que buscan solamente la
rentabilidad económica, no ofre-
cer una adecuada asistencia sani-
taria a los usuarios.

Pero no solo los nuevos hospitales
están privatizados, el Gobierno
de Esperanza Aguirre continúa
con su carrera sin precedentes
de privatizar toda la red sanita-
ria pública de la CAM (hospitales,
laboratorios, centros de Atención
Primaria, etc.).

Están aprovechándose de la crisis
que ellos han creado para dismi-
nuir masivamente las Plantillas
de Trabajadores, despidiendo al
personal eventual, lo que conlleva
unas mayores cargas laborales,
una peor asistencia sanitaria a la
población y lo que es más grave la
destrucción de unos 6.000 puestos
de trabajo en la Comunidad de
Madrid. Así es como quieren so-
lucionar la crisis, despidiendo tra-
bajadores/as.

Estamos asistiendo a una imposi-
ción de recortes y derechos labo-
rales  y sociales nunca antes vista:
El Gobierno del PP va a proceder

a reducir 7.000 millones de € de
los Presupuestos destinados a Sa-
nidad, lo que va a provocar:. una reducción de cartera de
servicios.. se implanta el copago en las re-
cetas sanitarias (cuando se han
hartado de men-
tirnos constante-
m e n t e ,
diciéndonos que
nunca iban a
aplicar dicho co-
pago). Esto va a
suponer un cas-
tigo a aquellas
personas que más
necesitan de me-
dicamentos, ya
que supondrá un
mayor desem-
bolso para ellos y
sobre todo para
los jubilados
(parte importante
de la población
que precisa de los
servicios sanita-
rios) que con esta
medida verán re-
ducidas sus Pen-
siones.. y lo más grave,
el despido de mul-
titud de trabaja-
dores, con lo que
va a empeorar
hasta límites in-
sospechados la ca-
lidad asistencial
que se da a los
usuarios de la Sa-
nidad Pública.
En cuanto a dere-
chos Laborales:
Nueva Jornada

Laboral: pasamos de 1.533 a 1.645
horas, aumentando 112 horas al
año, lo que supone 16 jornadas
más por el mismo salario.

Consecuencias: traerá consigo el
despido de al menos 6.000 traba-

jadores/as eventuales en toda la
Comunidad. Lo que conllevará a
una peor Asistencia Sanitaria a
los Usuarios.

Recortes en IT Para el personal
Laboral y Funcionario:. Los días 1º al 3º

no se tiene nin-
gún tipo de retri-
bución.. Del 4º al 20º día
se retribuye con el
60% de la base de
cotización.. Del 21º en ade-
lante se retribuye
con el 75% de la
misma base.
Para el personal
Estatutario  se
descontará a par-
tir de 4º mes.

Queda claro
que al Go-
bierno del PP y
a las Empresas
Privadas no les
importa la cali-
dad asistencial
y sí la rentabili-
dad económica,
con la gestión
privada en los
Hospitales el
concepto de que

la salud es un derecho funda-
mental para todos/as se está
perdiendo y se está pri-
mando el ganar dinero a
costa de la salud de los pa-
cientes, a los cuales ahora se
les denomina “clientes”.

Ante los gravísimos ataques que
está sufriendo el Sistema Sanita-
rio hacemos un llamamiento
desde el Sindicato de Sanidad de
Madrid de CGT a todos los tra-
bajadores y usuarios de la Sanidad
Pública a iniciar un proceso con-
tinuado de movilizaciones (con-
centraciones, recogidas de firmas,
manifestaciones, etc.) en defensa
de la Sanidad Pública, de los Ser-
vicios Públicos en general y en
contra de la pérdida de Derechos
tanto de los trabajadores que
están sufriendo los recortes labo-
rales impuestos, como de los
usuarios que están asistiendo a
una degradación de la Asistencia
Sanitaria debido a las medidas to-
madas por el Gobierno, que lo
único que está consiguiendo es
que la Atención Sanitaria en la
CAM sea de peor calidad para los
usuarios con el peligro que ello
conlleva para su Salud. No debe-
mos olvidar que la Sanidad Pú-
blica debe tener una rentabilidad
Social, nunca una rentabilidad
Económica.

Contra el desmantelamiento
de la Sanidad Pública y los re-
cortes laborales en Sanidad,
llamamos a trabajadores/as
y usuarios/as a defender sus
derechos.
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La destrucción de la Sanidad Pública

D
urante décadas, las políticas
de transportes de los diferen-
tes gobiernos han discrimi-
nado al ferrocarril y a sus
usuarios. Se ha fomentado la

carretera y el transporte individual frente
al colectivo, y ahora impulsan un tipo de

ferrocarril elitista y depredador que ha
supuesto una parte importante del despilfa-
rro de fondos públicos que nos ha llevado a
la actual ruina.. 

Utilizan lo que es de tod@s para promo-
ver transportes individuales o inaccesibles
para la mayoría, mientras eliminan el tren
que tod@s podemos utilizar, que nos acerca
a nuestra casa, a los servicios médicos y edu-
cativos: un ferrocarril que es nuestro y que
debe servir a los intereses de la comunidad.

Pretenden restringir la consideración de
servicio público a un número limitado de
trenes de viajeros, que podrán salir a su-
basta; se considerará mejor postor a aquél
que sea capaz de “abaratar” más costes, en
detrimento del servicio y de la seguridad. El
resto, aunque los utilicemos las mismas per-
sonas para acceder a los mismos derechos,
serán eliminados si no presentan beneficios
económicos. Esto supondrá un cierre ma-
sivo de líneas similar al que decidió en 1984
un Consejo de Ministros (1.916 km de vía).

En 2005 la Ley del Sector Ferroviario
(aprobada por el PP, puesta en marcha por
el PSOE) segregaba RENFE e iniciaba el
camino de la privatización, pretendiendo es-
cudarse en imposiciones de la UE en las que
nuestros gobiernos habían participado.

Mercancías RENFE ha sido fragmentada
y está en proceso de privatización total. Las
empresas privadas recibirán el apoyo econó-
mico que se ha negado al ferrocarril público.

El Gobierno Rajoy ha anunciado su in-
tención de privatizar RENFE, ADIF y
FEVE, copiando el modelo fracasado de la
privatización de los ferrocarriles británicos.

Esta privatización, que se llevó a cabo
entre 1994 y 1997, no ha sido imitada por
ningún otro gobierno de la UE, debido a la
situación ruinosa que supuso: degradación
del servicio, encarecimiento de las tarifas,
incremento en los costes públicos (los que
tod@s pagamos) y, sobre todo, una pérdida
alarmante de la seguridad, que llegó en un
momento dado al colapso de todo el sistema
de transporte ferroviario. 

Pretenden trocear RENFE, ADIF y
FEVE, privatizar el Mantenimiento del
material y de la infraestructura, las Mercan-
cías, el AVE, la Larga Distancia, el Canal
de Venta, los Servicios Logísticos, crear
franquicias en Cercanías y Media Distan-
cia, además de reducir servicios en empresas
auxiliares como Cremonini o Comfersa.

Desde CGT venimos defendiendo el fe-

rrocarril público desde hace muchos

años, y lo hemos hecho con rigor y cons-

tancia, y sobre todo con coherencia. El fe-
rrocarril que defendemos tiene ventajas
medioambientales y energéticas, de cohesión
territorial, económicas, sociales y laborales;
es un ferrocarril de tod@s y para tod@s, con
empleo estable, seguro y con derechos.

Planteamos la necesidad de recuperar la
inversión en el ferrocarril convencional que
garantice el mantenimiento de infraestruc-
turas y material en condiciones óptimas,
potenciando las comunicaciones de corta y
media distancia, incrementando los servi-
cios de proximidad y la vertebración del te-
rritorio en su conjunto.

También se hace imprescindible abrir los
tramos de líneas cerradas y traspasar un por-
centaje suficiente del transporte de mercan-
cías por carretera al ferrocarril para
desbloquear el actual colapso de consumo
energético y   de degradación medioambiental.

Pero sobre todo planteamos la necesi-

dad de que exista un debate público, por-

que los usuarios y la sociedad tenemos

derecho a que se nos informe y a parti-

cipar en la definición de un modelo de

transporte que nos afecta a todos y que

financiamos entre todos.

Ferrocarril
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L
a nueva Contra-Reforma
Laboral establece la posi-
bilidad de despido no dis-
ciplinario del Personal
Laboral de las Adminis-

traciones Públicas por causas econó-
micas, técnicas, organizativas o de
producción. Para intentar dar soporte
técnico al irracional concepto de ga-
nancias/ pérdidas económicas o de pro-
ducción en los servicios públicos, en
vez de hablar de beneficio/perjuicio so-
cial, se refiere al Artículo 3.1 del texto
refundido de la Ley de Contratos del
Sector Publico, donde especifica la si-
tuación de insuficiencia presupuestaria
sobrevenida o persistente.

En la Admón. Pública ya han co-
menzado las consecuencias de esta ley
en la Biblioteca Nacional, extendién-
dose al resto de Ministerios y Organis-
mos Oficiales el despido masivo de
becarios/as, trabajadores de 2ª con mí-
nimos salarios y cero derechos (sin sa-
nidad, entre otros). Nada más
implantarse la Reforma desapareció la
fundación de Bio–Diversidad, la pri-
mera de una extensa cadena. 

La no reposición de puestos de em-
pleados públicos según vayan causando
baja, así como un aumento desmesu-
rado de las privatizaciones de los Servi-
cios Públicos con un coste total
superior para los fondos públicos y una
disminución de las prestación y garan-
tías al usuario. Para poner la puntilla a
este mínimo resumen, el Artículo 6.
Disposición Transitoria 6 abre la
puerta al trabajo sin remuneración de
los trabajadores beneficiarios de la pres-
tación por desempleo en sustitución de
los trabajadores en formación, siendo la
alcaldesa de Madrid, la primera en lle-
var a cabo este nuevo esclavismo labo-
ral. Quizás, la mayor vergüenza sea la
reducción de los funcionarios para in-
vestigar y perseguir el fraude fiscal, con
lo que los problemas de dinero efectivo
de este país quedarían minimizados. 

La primera medida, junto con la
congelación salarial, del gobierno de
Rajoy, fue la desaparición del Mº de
Igualdad, mostrando su poca sensibili-
dad hacia las mujeres maltratadas,
entre otras muchas, y desenmascaró su
verdadero concepto de lo público: un
nuevo botín a repartir entre las grandes
empresas y multinacionales.

NO SOBRAN EMPLEADXS PÚBLI-
COS , FALTAN SERVICIOS

Las perlas son innumerables, la es-
candalosa subida del 29% del bono del
metro se suma a la negativa de nego-
ciación colectiva con sus trabajadorxs.
Y más, en una comunidad autónoma
con más de 623.000 parados/as, de los
que más de 250.000 no reciben ningún
ingreso.

El broche de oro lo pone -quizás por-
que es donde los chanchullos son más
visibles- el derroche obsceno de dinero
público de las diferentes alcaldías, li-
gado a los pingües beneficios de sus
amigos. No menos obsceno es el des-
pido masivo en el Ayuntamiento de
Parla y su irresponsable quiebra econó-
mica, abandonando servicios a la co-
munidad. También en el Ayto. de
Rivas, donde los trabajadorxs munici-
pales deben elegir entre el despido o un
aumento de la jornada laboral y la re-
ducción del salario en un 6%. 

En esta liquidación total de nuestro
incipiente “Estado de Bienestar”, la
presidenta de nuestra Comunidad ha
destacado con Sobresaliente cerrando el
Centro Magueritz, dedicado a la for-
mación y tratamiento de diferentes mi-
nusvalías, o el Ayuntamiento de la
Capital, cerrando los centros de trata-
mientos integrales a personas afectadas
por la drogodependencia, o las denega-
ciones a nuevas rentas mínimas de
reinserción y tantas y tantas...

Mientras tanto se derrocha el dinero
a espuertas en la candidatura olímpica
para que puedan pillar de nuevo las
grandes constructoras, o se privatizan
los polideportivos barriales y se suspen-
den los planes de empleo para las zonas
más afectadas por el paro y la margi-
nalidad, sobre los que pesan moratorias
o las cantidades presupuestadas son
irrisorias.

En resumen, podríamos decir que
detrás del perjuicio laboral a los em-
pleados públicos está el empeora-
miento de los servicios comunitarios,
cuando no su desmantelamiento. Y la
campaña de difamación de estos tra-
bajadores no tiene otro objetivo que
derivar estas actividades a la em-
presa privada, o sea la obtención de
beneficios a costa de la calidad y eli-
minar empleados/as independientes
de los intereses del político de turno.

EMPLEADXS PÚBLICOS 

E
mpresa con par-
ticipación pú-
blica desde 1945,
fue privatizada
mediante la Ley

de Ordenación de las Tele-
comunicaciones de 1988.
Las y los usuarios no se han
beneficiado para nada,
mientras que para las y los
trabajadores ha supuesto la
eliminación de miles de puestos de trabajo fijos y con
condiciones laborales dignas, fruto de una lucha de
muchos años, sustituidos por empleo precario con
condiciones económicas muy bajas, subcontratados
y, además, eventuales. 
En 1991 UGT y CCOO pactaban con la empresa la
disolución de la Institución Telefónica de Previsión
y la creación de un Plan de Pensiones que reporta
pingües beneficios a ambos sindicatos.
Pronto surgieron nuevas áreas de negocio, como la
telefonía móvil. Las inversiones eran muy costosas y
solo una gran empresa pública podía prestar un ser-
vicio con apenas clientes. En poco tiempo se alcanzó
el millón de usuarios, hasta llegar a los 23 millones
actuales. Este negocio era ahora lo más rentable de la
empresa y el gran capital no iba a quedarse al mar-
gen. En 1994 se aprobó la segregación de Telefónica
en varias empresas, con transferencia de activos, per-
sonal y sistemas de gestión.
El  gobierno autorizó en 1995 la segunda licencia de
telefonía móvil a Airtel. Ese año Telefónica finalizaba
la segregación de móviles. El Gobierno se desprende
de un 12% del capital de Telefónica, promoviendo un
“núcleo estable de accionistas” (Bilbao-Vizcaya, Ar-
gentaria y la Caixa), antes de salir a bolsa. El estado
conservaba aún el 20% del capital de la empresa.
En 1996-1999 comenzó la eliminación definitiva de
Telefónica, con casi 80.000 trabajadores/as. Ya no
bastaba subcontratar y segregar, querían destruir las
condiciones laborales, y los sindicatos accionistas fir-
maron la primera reducción de plantilla.
En 1997 el gobierno malvende las acciones del estado
(20,9%). Un año más tarde crea el segundo operador
de telefonía con Retevisión, adjudicando el 70% a un
consorcio encabezado por Endesa y Telecom-Italia.
Paradójicamente el segundo operador era “más pú-
blico” que Telefónica, ya totalmente privatizada.

CGT contra las privatizaciones
En 1995 CGT boicotea la junta de
Accionistas de Telefónica como
punto culminante de una semana
continuada de movilizaciones para
dar a conocer a la opinión pública el
rechazo a la privatización y el des-
mantelamiento. A esta seguirán va-
rias manifestaciones con el mismo
objeto.
Desde el momento que el Sindicato

Federal de la CGT en Telefónica alcanzó el 10% de
representatividad, empezó a trabajar en las empresas
del sector. Fruto de este trabajo fue la constitución
de secciones sindicales en telemárketing, hoy autó-
nomas y con un importante peso en el sector y nues-
tra representación en Móviles o Telefónica I+D.
Paralelamente se empezó a intervenir en las luchas
por la equiparación y mejora de derechos en las con-
tratas mediante distintas huelgas y movilizaciones,
dentro y fuera de Telefónica. Algunas luchas (COM-
FICA en Burgos, o Dyctel y Abengoa en Cádiz) fue-
ron especialmente duras.
La acción sindical en el precarizado sector está llena
de obstáculos (alta rotatividad y temporalidad, repre-
sión sindical o miedo a perder el trabajo). El Convenio
del Sector es el estandarte de CGT, la equiparación
de las condiciones laborales al alza es la mejor garan-
tía, también para la plantilla de Telefónica.
En estos momentos la empresa plantea todo un arse-
nal de medidas para reducir costes salariales: destruc-
ción de plantilla, congelación salarial, segregaciones,
movilidad funcional y geográfica, cambio de la es-
tructura salarial.
Solo de la voluntad de mantener el empleo y las con-
diciones de trabajo, con sindicatos críticos con el sis-
tema, nacerá la posibilidad de recuperar y repartir lo
que es nuestro, la riqueza que producimos con nues-
tro trabajo. 

Privatizar un servicio público signifi ca

reconocer el fracaso de la gestión de

esa adm inistración pública, por lo que

la receta es la dim isión de esos gesto-

res públicos m ás que la privatización. 

La privatización de Telefónica

R
adiotelevisión Española,
la principal empresa de
comunicación estatal,
ofrece un servicio pú-
blico que no presta nin-

gún operador privado, ya que estos
solo se dirigen al receptor como po-
tencial consumidor. RTVE tiene va-
rios canales con una programación
variada que incluye programas edu-
cativos, culturales y deportivos para
los niños, jóvenes, mayores y mino-
rías de todo tipo, y además sin publi-
cidad. Y unos servicios informativos
más independientes (hasta ahora) que
en el resto de medios, donde sus due-

ños, inversores o grandes anunciantes
controlan el contenido.

Desde 2007, RTVE, como la agencia
Efe, ha perdido miles de empleos (casi
la mitad) y no ha contado con una fi-
nanciación estable, pero ha seguido
teniendo un notable reconocimiento
de la crítica y la audiencia. Ahora, la
corporación va a sufrir otro gran re-
corte, pero esta vez su magnitud es tal
(¡la cuarta parte del  presupuesto!) que
este modelo corre grave peligro.

Y la única salida que encontrarán los
directivos capitalistas será seguir ahon-

dando en la externalización de servi-
cios, de forma que el dinero se quede
en sus bolsillos (o los de sus empresa-
rios amigos). Y con ello no solo se per-
derán condiciones laborales, sino que
los contenidos no estarán sujetos a los
mismos estándares de calidad.

La situación es aún más grave en las
radios y televisiones autonómicas,
donde sus estatutos no estaban tan
desarrollados. Telemadrid, que gozó de
prestigio en sus orígenes, ha llegado a
extremos inconcebibles de manipula-
ción en la época reciente. Con ese
caldo de cultivo, el Gobierno ha

abierto la puerta a la privatización y el
desmantelamiento de esta y el resto de
corporaciones, como las de Extrema-
dura y Castila La Mancha, de más re-
ciente creación.

En todas es cierto que ha habido pro-
blemas de gestión, o mejor dicho co-
rrupción política, pero al contrario de
la propaganda que han difundido los
medios privados, el coste por habi-
tante de RTVE es, con diferencia, el
menor de las grandes televisiones es-
tatales de Europa. Y sumando el pre-
supuesto de todas las autonómicas, el
conjunto del sector audiovisual del

Estado español también estaría muy
por debajo de la inversión de otros pa-
íses con un modelo de organización
territorial similar.

En definitiva, los medios de comuni-
cación tienen un gran poder en la so-
ciedad actual y es necesario que la
ciudadanía tenga a su disposición no
solo contenidos de calidad sino los ca-
nales para difundir su mensaje y no
solo de forma esporádica: el denomi-
nado “derecho de acceso”, algo que
solo es posible si existen unos medios
de comunicación públicos fuertes e
independientes.

Medios de comunicación



­­Aena­se­crea­en­1991­de
la­fusión­de­la­Dirección
General­de­Aviación
Civil­(normativa,
navegación­aérea,­gestión
de­slots...)­y­el­Organismo
Autónomo­Aeropuertos
Nacionales.­

La red se compone de 47 aero-
puertos y 2 helipuertos, 5 cen-
tros de control y otras
instalaciones secundarias. Los
aeropuertos aportan más del 8%
del PIB del Estado (más del 10%
en Madrid), empleando directa
o indirectamente a más de
100.00 trabajadores. Una Aena
pública y en red tiene otras ca-
racterísticas importantes. Las
subredes de Baleares y Canarias
(3 y 7 aeropuertos respectiva-
mente) suponen una aportación
fundamental para la vertebra-
ción de estos territorios, así
como los helipuertos de Algeci-
ras y Ceuta y el aeropuerto de
Melilla. 

Mención aparte merece la im-
plicación directa en la Organi-
zación Nacional de Trasplantes
para atender al traslado de ór-
ganos, que hace posible la aten-
ción, por ejemplo, a receptores
del medio rural, y no sólo de las
grandes urbes, en el país con la
mayor ratio internacional de
donantes.

A pesar de la intensa propaganda
de los sucesivos gobiernos, Aena
no ha costado un euro de los pre-
supuestos generales, se autofi-
nancia. Al contrario, ha
aportado ingentes sumas en con-
cepto de impuestos y de amorti-
zación de las infraestructuras. 

Si comparamos el modelo pú-
blico de Aena, los mejores ae-
ropuertos del mundo, en red,
dique contra el chantaje de la
lowcostización, motor tecno-
lógico y de patentes en un país
sin I+D, vertebrador y descen-
tralizador del territorio, aporte
económico imprescindible en
muchas comunidades... con el
de gestión privada, la compa-
ración es muy ilustrativa:
Castellón (sin licencia) o
Lleida (sin gestor por su invia-
bilidad), Murcia-Vergara (a
pesar de existir otro en la pro-
vincia), Ciudad Real: aero-
puertos cerrados, con su deuda
trasferida al ciudadano y enri-
quecimiento de los grupos por
todos conocidos a costa del di-
nero público.

Desde los tiempos de Salgado
como ministro se pretende priva-
tizar Aena; ya entonces se inició
una campaña publicitaria de
desprestigio de un modelo que es
líder mundial del sector. Blanco
militarizó a un grupo de trabaja-
dores, por primera vez en demo-
cracia, utilizando una ley vigente
de 1968 y con un plan premedi-
tado. También separó NA de
AE, creando una empresa pri-
vada, Aena Aeropuertos, SA, to-
davía participada al 100% por
Aena, y entregó a proveedores
amigos servicios de navegación,
planeando la privatización de las
torres de control, a pesar del
riesgo operacional que esto con-
lleva. Quiso concesionar los dos
principales aeropuertos, Barajas
y el Prat, rompiendo definitiva-
mente la red y privando de la
tasa cruzada al resto de aeropuer-
tos, muchos de los cuales sólo
aportan pérdidas en el balance.

Los nuevos gestores planean
“ponernos en valor” antes de
vendernos. El resultado es una
subida de tasas aeroportuarias
cercanas al 20% en el conjunto
de la red (en Barajas y el Prat
suponen más del 100%) y, por
segundo año consecutivo, la su-
bida de la tasa aeronáutica de
aeropuerto, lo que incremen-
tará, por ejemplo, el precio de
los billetes a los ciudadanos in-
sulares y de Ceuta y Melilla.

La remodelación de la deuda ha
traído, cómo no, un llamado
plan de austeridad. Los prime-
ros damnificados son los tem-
porales, a pesar de tener
contratos basura de hasta por
un día, pues ya se ha paralizado
la OPE, la consolidación de em-
pleo o los contratos de relevo.
No se va a hacer más contrata-
ción, pero hay que pensar que
la media de temporalidad es de
un 20%, llegando en puestos
operativos y centros hasta un
40%. Se hace cada vez más pa-
tente la amenaza del cierre de
centros, de expedientes de regu-
lación de empleo y de la aplica-
ción abrupta de las últimas
reformas laborales. 

En­nuestra­doble
condición­de­ciudadanos
y­trabajadores­debemos
decir­NO.­No­al­expolio
de­nuestros­aeropuertos
por­un­precio­ridículo.
No­a­este­modelo­que
ahonda­en­la­miseria­de
hoy­y­de­nuestro­futuro.
No­como­ciudadanos­y
como­trabajadores.

Desmantelamiento de la Educación
Pública en Madrid

E
n educación está muy
claro un programa de
desmantelamiento del
sector público bien
fundamentado ideoló-

gicamente y ejecutado según un
plan bien trazado a medio y largo
plazo.  En 1995 accedió al Go-
bierno de la Comunidad Alberto
Ruiz Gallardón y firmó en 1999,
justo antes de las transferencias
en materia educativa, con todos
los sindicatos y partidos políticos
(no con la CGT) un acuerdo para
la mejora de la calidad del sistema
educativo de la Comunidad de
Madrid. En aquel documento se
dejó de hablar de la educación
pública, como algo diferente de la
concertada y se pasó a la educa-
ción como «un derecho cuya
prestación constituye un servicio
público y de interés social en el
que se integran la enseñanza pú-
blica y la concertada, constitu-
yendo la red de centros sostenidos
con fondos públicos»

E
l proyecto de potencia-
ción de la enseñanza
privada y concertada
se apoyó en una cam-
paña ideológica y en

una serie de medidas que han ido
creciendo con el paso de los años.

La campaña ideológica insistía
machaconamente en cuatro ideas
claves:.El sector privado es más efi-
ciente que el público..Los trabajadores de la sector
público, en este caso el profeso-
rado, tienen privilegios que les
permiten trabajar poco, con es-
caso rendimiento en su trabajo..El exceso de sector público con-
duce a una pérdida de libertad de

las familias y los estudiantes y
tiene, además, una tendencia es-
tatalizadora totalitaria. Como cla-
ramente dice Lucía Figar: «el
modelo educativo de la Comuni-
dad de Madrid consiste en la li-
bertad de elección».Es público aquello que le sale
gratis al ciudadano (visto más
bien como cliente de un servicio),
independientemente de quién se
haga cargo de la prestación del
servicio.

E
sta campaña ha contri-
buido a debilitar la ca-
pacidad de resistencia
ante el desmantela-
miento de lo público,

logrando además que desde 1995
el Partido Popular haya ganado
prácticamente todas las eleccio-
nes en la Comunidad y en el
Ayuntamiento de Madrid.

Las medidas que han ido tomando
han sido sencillas y eficaces:.Acumulación de la población in-
migrante en los centros públicos,
así como de los alumnos con nece-
sidades educativas especiales, acen-
tuando la función de gueto de
muchos de ellos, especialmente en
algunas zonas de la Comunidad..Incremento del número de pro-
fesores interinos y en expectativa,
favoreciendo de ese modo la pre-
carización del trabajo y la movi-
lidad de los trabajadores,
pudiendo disminuir plantillas sin
realizar ningún despido, simple-
mente no contratando interinos..Deterioro de las condiciones de
laborales del profesorado de la pú-
blica, igualando con los de la con-
certada, pero a la baja, dejando de
mejorar las condiciones laborales

de los trabajadores de colegios
concertados: incremento de las
horas lectivas, incremento del
número de alumnos por clase, su-
presión de licencias y planes de
formación....Potenciación de la concertada,
con incremente de las partidas
presupuestarias, instaurando de
ese modo un modo de copago: las
familias ponen parte del dinero
que cuesta la enseñanza de sus
hijos. En 1996, el 60,1% del alum-
nado estudiaba en centros públi-
cos; en 2012, el porcentaje ha
disminuido al 54,1% (en la ESO
está en el 50,7%).Externalización y cesión a
manos privadas de la gestión de
muchos servicios educativos, en
especial de los planes de apoyo
PROA..Implantación del cheque esco-
lar en la educación infantil: las
familias reciben una cantidad de
dinero con la que pagan el colegio
que les parece mejor..Implantación de desgravaciones
fiscales para las familias que llevan
a sus hijos a colegios privados..Disminución del dinero desti-
nado a educación en los presu-
puestos. El porcentaje del PIB de
la Comunidad destinado a Edu-
cación es el más bajo de España,
en torno al 2,8%.

En definitiva, hay un programa
neoliberal claramente planteado y
eficazmente aplicado. Las recien-
tes medidas tomadas por el Minis-
tro de Educación para todo el
Reino de España no hacen más
que generalizar lo que los sucesivos
gobiernos del PP han aplicado en
nuestra Comunidad desde 1995.
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Aena, un modelo ejemplar,
mal gestionado, que se
expolia al ciudadano


